
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 

 

 

 

Medellín, junio 16 de 2021 

 

Medio de control  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Sistema  Oral 

Demandante  María Nelly Giraldo Duque 

Demandado    Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional-CAGEN  

Expediente     05001-33-33-031-2018-00341-00  

  

Asunto Obedézcase y cúmplase / fija audiencia de conciliación judicial 
 

Revisado el expediente, se observa que (i) en providencia del 12 de febrero 2021, este Juzgado 

en aplicación de la modificación introducida por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, concedió 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte accionada, frente a la sentencia 

de primera instancia núm. 211 del 23 de noviembre de 2020, sin realizar la audiencia de 

conciliación prevista en el artículo 192 del CPACA; (ii) el Tribunal Administrativo de 

Antioquia–Sala Cuarta de Oralidad, en providencia del 6 de mayo de 2021, devolvió el 

expediente para que se realizara la audiencia de conciliación en comento. 

 

En consecuencia, se DISPONE: 

 

PRIMERO: ESTARSE a lo dispuesto por el el Tribunal Administrativo de Antioquia– Sala 

Cuarta de Oralidad, en providencia del 6 de mayo de 2021.  

 

SEGUNDO:  FIJAR como fecha para audiencia de conciliación judicial el día 1° DE JULIO 

DE 2021, A LAS 10:00 A.M., la cual se realizará de forma virtual, a través de la plataforma 

autorizada por la Rama Judicial. 

 

TERCERO. Para la adecuada planeación y realización de la diligencia los apoderados judiciales, 

partes y demás intervinientes e interesados procesales, deberán aportar al Despacho en un 

término no mayor a dos (2) días siguiente información:  

 

- Los correos electrónicos que habrán de ser empleados para el acceso a las audiencias, 

advirtiéndose que, los apoderados judiciales deberán indicar el correo electrónico inscrito 

en el registro de “Abogados Inscritos y Vigentes en el Sistema Integrado de la Unidad de 

Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia –Sirna del Consejo Superior de 

la Judicatura”. 

 

- Los números telefónicos de los intervinientes e interesados procesales con el fin de ser 

contactados previo a la audiencia o en el transcurso de la misma, en caso de ocurrir fallas 

en la grabación, problemas de desconexión entre otras situaciones que puedan afectar el 

curso normal de la audiencia. 

 

CUARTO: Una vez se tenga la información antes requerida, por Secretaría se librará el 

respectivo citatorio digital con la fecha y hora de la diligencia y el link para acceder a la 

plataforma habilitada para el momento por la Rama Judicial – TEAMS o LIFESIZE -, la cual se 

informará en días previos a la audiencia en la citación respectiva.  



 

 

 

2 

QUINTO. Los memoriales de poder o sustitución para comparecer a la audiencia, deben ser 

allegados con previa antelación al correo electrónico dispuesto para la recepción de memoriales, 

esto es memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

SEXTO: Cualquier actuación de parte, deberá estar precedida del traslado previo a los demás 

sujetos procesales, al Ministerio Público (procuradora168judicial@gmail.com),  y a la ANDJE1 

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co2, ello mediante envío a los correos electrónicos de 

conformidad con lo señalado en el artículo 201A del CPACA introducido  por el artículo 51 de 

la Ley 2080 del 20213, lo cual deberá acreditarse ante el Juzgado. 

 

SEPTIMO. Notificar la presente providencia mediante buzón electrónico a las partes y al 

Ministerio Público.  

 

   
 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
2 En caso de tratarse un asunto territorial, deber enviarse al correo procesosterritoriales@defensajuridica.gov.co  
3 Artículo201A. (…) Cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correrse traslado a los demás sujetos procesales, mediante la remisión de la copia 

por un canal digital, se prescindirá del traslado por secretaria, el cual se entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el 
término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente.   

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO ELECTRONICO 

el auto anterior. 

 
Medellín, 17 DE JULIO DE 2021. Fijado a las 8:00 A.M. 

 

 

_VANESSA GARZÓN ZABALA__ 

Secretaria 

 

mailto:memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:procuradora168judicial@gmail.com
mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Auto Interlocutorio No. 377 

  

Medellín, junio 16 de 2021. 
 

Medio de control  Ejecutivo 

Sistema  Oral 

Demandante   Dora Inés Bernal Acevedo 

Demandado   Municipio de Fredonia 

Expediente     05001-33-33-031-2021-00145-00 

  

Decisión  Declara falta de competencia por factor conexidad 

 

Encontrándose el proceso al Despacho para su estudio inicial, encuentra este Juzgado que 

carece de competencia para conocer de la demanda de la referencia. 

 

1.1 La demanda  

 

Pide que se libre mandamiento de pago en contra del Municipio de Fredonia, conforme la 

sentencia del 16 de noviembre de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de 

Antioquia en el proceso ordinario radicado con el número 05001 23 31 000 2004 06329 

00, en la cual se ordenó pagar a la señora Dora Inés Bernal Acevedo, el pago de lo siguiente: 

 

- Un salario diario devengado en el año 2002, por cada día de retraso, desde el quince (15) 

de febrero de 2003, hasta el nueve (9) de enero de 2004 – fecha en que se terminó su vínculo 

laboral-, esto es, por trescientos veintinueve días (329) días. 

 

-Un salario diario devengado en el año 2003, por cada día de retraso, es decir desde el cinco 

(5) de junio de 2004, hasta el dos (2) de diciembre de 2005, para un total de quinientos 

cuarenta y seis (546) días. 

 

Explica que, la ejecutante presento demanda ordinaria de reparación directa en contra del 

Municipio de Fredonia, por el pago tardío de su auxilio de cesantías.  

 

Surtido el trámite procesal, el Tribunal Administrativo de Antioquia, profirió sentencia 

condenatoria de única instancia el 16 de noviembre de 2010, y condenó al pago de unas 

sumas de dinero. Esta decisión, cobró ejecutoria el día 23 de mayo de 2019, cuando regresó 

el Consejo de Estado1.  

  

Que el 21 de junio de 2019, se presentó cuenta de cobro ante el Municipio de Fredonia, en 

la cual se entregó las primeras copias y la liquidación correspondiente. 

 

Y agrega que ante la Procuraduría 109 Judicial se realizó la conciliación prejudicial, la cual 

se declaró fallida por inasistencia de la parte convocada.  

 

                                                           
1 En providencia del 15 de febrero de 2019, el Consejo de Estado decidió rechazar el recurso de apelación interpuesto por la 

entidad demandada contra la sentencia del 16 de noviembre de 2010 
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2. Análisis de la competencia  

 

El 104-6 del Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispone que esta 

jurisdicción conoce de los procesos ejecutivos “(…) derivados de condenas impuestas y las 

conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos 

arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e igualmente los originados en los 

contratos celebrados por esas entidades”.  

 

Ahora, la distribución funcional de tales asuntos para su conocimiento y tramitación entre los 

Juzgados y Tribunales Administrativos, viene dada, de un lado, por el factor cuantía, de 

acuerdo con lo regulado en los artículos 152.7 y, 155.7; véase:   
 

“Artículo 152. ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 

ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos 

conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 

(…) 

7. 7. De los procesos ejecutivos, cuya cuantía exceda de mil quinientos (1.500) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

(…)” 

“155. Los Jueces Administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos: 

(…) 

7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) 

salarios mínimos legales mensuales. (…)” 
 

Nótese que el umbral que determina la distribución, corresponde a 1500 smlmv, de modo que 

la posibilidad de que el mismo correspondiera a este Juzgado, a hoy, pasaría porque la cuantía 

de la concreción de la condena2 que se trae como título base de recaudo, no supere 

$1’171.863.000, como en efecto sucede. 

 

Sin embargo, el artículo 156 del mismo código, al regular la competencia por razón del 

territorio, fijó una regla especial para el conocimiento de los procesos ejecutivos, erigida a 

partir del factor de conexidad; así: 

 
“Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por 

razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 

(…) 

9. En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por esta 

jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.” 

(Subrayado del Juzgado) 

 

De manera que son dos las reglas que perviven en materia de competencia para la ejecución 

de providencias judiciales originadas en esta misma jurisdicción: por un lado, la relacionada 

del factor de funcional (cuantía), y por otro, la erigida bajo el factor de conexión. 

 
Sin embargo, la disyuntiva que podría aparecer al momento de estudiar preliminarmente la 

competencia, sobre la aplicación preferente de una u otra, ya fue asunto aclarado por el 

Consejo de Estado en providencia del 25 de julio de 2017, en la cual orientó que es el 

factor de la conexidad es que debe prevalecer cuando se trata de la ejecución de 

providencias judiciales, mientras que para la ejecución de otros títulos ejecutivos, se deben 

verificar otros factores de competencia. Ello, en contraposición a una decisión de ponente, 

originada en la Sección tercera, que había preferido el factor cuantía.   

 

                                                           
2 La sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia del 29 de abril de 2015, fue concretada en el auto del 1° de marzo de 

2017 dentro del incidente de liquidación de condena. 
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Los argumentos plasmados por el Consejo de Estado3 fueron los siguientes:  
 

“En ese orden, frente al título ejecutivo previsto en el ordinal 1.º del artículo 297, esto es, 

condenas al pago de sumas de dinero a cargo de una entidad pública, impuestas en esta 

jurisdicción, la norma especial de competencia es la prevista en el ordinal 9.º del artículo 156 

de la misma ley, en la medida en que ello es corroborado precisamente por el artículo 298 ib. 

y por lo tanto, la ejecución de este tipo de títulos se adelanta por el juez que profirió la 

providencia que se presenta como base de recaudo. (…) 

Parte de la doctrina nacional, al analizar los contenidos normativos de la Ley 1437 y los 

diversos pronunciamientos del Consejo del Estado, coincide con esta postura y concluye que 

la regla especial de competencia prevista para el proceso ejecutivo derivado de una 

providencia de condena, que establece que ella recae en el mismo juez que la profirió, “[…] 

parte de un principio moderno del derecho procesal consistente en que el administración de 

justicia de la acción deber ser el mismo de la ejecución, que por demás, resulta respaldada 

por la tendencia legislativa […]”.  

(…) 

Es preciso anotar que en auto de 7 de octubre de 2014 en decisión de ponente de la Sección 

Tercera de esta Corporación, se fijó la tesis, según la cual el factor cuantía también es 

determinante de la competencia en los procesos ejecutivos iniciados con base en providencias 

o sentencias judiciales. Sin embargo, esta tesis no se comparte en la medida en que como 

allí se señaló, en este caso hay solo una aparente antinomia normativa, porque pareciera 

que un mismo código dispone dos soluciones válidas pero contradictorias, esto es que 

mientras los ordinales séptimos de los artículos 152 y 155 de la Ley 1437 asignan la 

competencia en razón de la cuantía para los procesos ejecutivos sin distinguirlos, en otras 

normas determina una regla diferente cuando se trata de ejecución con base en 

providencias judiciales, esto es, los artículos 156 ordinal 9.º y 298.  

 

Ante esta redacción de las normas la solución procesal que aquí propone es diferente, porque 

en primer lugar, no se aprecia ello como una antinomia, sino como que existe una regla 

especial de competencia.  

 

Ahora bien, si en gracia de discusión se aceptara la existencia de una genuina antinomia, le 

correspondería al juez escoger la norma aplicable al caso concreto, con base en las Leyes 57 

y 153 de 1887, con apoyo en los brocardos: (i) lex specialis derogat generali - ley especial 

deroga la general - y (ii) lex posterior derogat priori - ley posterior deroga a la anterior.  

 

El resumen del ejercicio interpretativo es el siguiente: 

 

(i) Norma especial prevalece sobre la general: Las normas de competencia en 

razón de la cuantía son de carácter general, esto es, que se aplican a todos los medios 

de control.  

Por su parte, los ordinales séptimos, ya citados, regulan en términos generales la 

competencia por cuantía en los procesos ejecutivos, sin distinción alguna.  

 
Mientras que lo dispuesto en el ordinal 9.º del artículo 156 y 298 de la Ley 1437 de 2011, son 

reglas especiales aplicables a los procesos ejecutivos derivados de providencias judiciales. 

 

(ii) Norma posterior prima sobre la anterior: Las normas especiales -arts. 156.9 

y 298- son posteriores a las reglas generales de competencia en razón de la cuantía -

arts. 152.7 y 155.7- y como tales, prevalecen sobre estas. 

 
Ahora bien, la razón principal para sostener que no existe la antinomia y considerar que 

aquella interpretación no se acompasa con la finalidad del código, es que si se observa 

detenidamente el contenido de sus artículos 156 ordinales 4.º y 9.º, y 298, en ellos se precisa 

una competencia tratándose de ejecución de providencias judiciales, la cual recae en los 

jueces que las profirieron, mientras que para la ejecución de otros títulos que corresponden 

a esta jurisdicción, se fijan factores de competencia diferentes (…) 

 

Es necesario resaltar el efecto útil de la norma, que busca radicar la competencia en 

                                                           
3 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCION SEGUNDA. Consejero ponente: 

WILLIAM HERNANDEZ GOMEZ. Bogotá D.C., veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2017). Radicación número: 11001-

03-25-000-2014-01534-00(4935-14) 
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cabeza del juez que profirió la sentencia, con el fin de garantizar la economía 

procesal, la continuidad, la unidad interpretativa del título, el menor desgaste técnico 

y económico de los sujetos procesales, la celeridad en la solución del litigio, así como 

la realización plena del derecho que se reconoce en la sentencia judicial.  

 

En esa misma línea se orienta el artículo 298 del mismo estatuto al poner de presente 

la intención del legislador dirigida a que la ejecución corresponderá al juez que 

profirió la providencia, lo que hace incongruente la aplicación de la determinación 

de la competencia por el factor cuantía a que se hace alusión en los artículos 152 y 

155 ib., ordinales séptimos, porque ello haría que en muchos de los casos el proceso 

quede radicado en cabeza de un funcionario diferente, es decir, pierde efecto útil la 

norma en comento”.  

 

La anterior posición fue unificada por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta 

Corporación en providencia del 29 de enero de 20204, donde se señaló que cuando la acción 

ejecutiva tiene como fundamento un título proveniente de una condena proferida por esta 

jurisdicción o una conciliación, no son aplicables las reglas de competencia por cuantía, 

sino que resulta aplicable la regla especial de competencia por conexidad consagrada en 

los artículos 156  y 298  de la Ley 1437 de 2011, así: 

 
“(…) resulta necesario unificar la posición de la Sección Tercera sobre la materia para 

sostener que, la aplicación del artículo 156.9 del CPACA es prevalente frente a las 

normas generales de cuantía, de acuerdo con las siguientes consideraciones: 

 

En primer lugar, desde una interpretación gramatical, resulta razonable entender la 

expresión “el juez que profirió la respectiva providencia” como relativa al juez que 

tuvo conocimiento del proceso declarativo que dio origen a la sentencia o al que aprobó 

la conciliación que se pretende ejecutar.  En ese sentido, resultan de plena aplicación 

los artículos 27 y 28 del Código Civil al disponer que “cuando el sentido de la ley sea 

claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu” y que “las 

palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general 

de las mismas palabras”, respectivamente. 

 

En segundo lugar, en relación con la posible contradicción con los artículos 152.7 y 

155.7, se pone de relieve que el artículo 156.9 es, a la vez, especial y posterior y, en 

consecuencia, de aplicación prevalente. Es especial, toda vez que solo regula dos 

supuestos de ejecución —sentencias proferidas y conciliaciones aprobadas por esta 

jurisdicción— mientras que las otras normas (de cuantía) son de aplicación general (lo 

que incluye, entre otros, títulos ejecutivos derivados de los contratos estatales, 

ejecución de laudos arbitrales, la conciliación prejudicial prevista en el artículo 47 de 

la Ley 1551 de 2012). Y es posterior por su ubicación en el Código.  

 

(…) 

 

El procedimiento reglado por el artículo 306 del CGP es plenamente aplicable para la 

ejecución de providencias proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo pues, de lo contrario, no se hubiese incluido la previsión del artículo 

307 del CGP que guarda armonía con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 

299 del CPACA. En ese sentido, la lectura armónica de las cuatro normas referidas 

(artículos 156.9 y 298 del CPACA y 306 y 307 del CGP) permite concluir con 

suficiencia que el legislador ha optado por fórmulas de conexidad para la ejecución de 

providencias judiciales, en desarrollo de los principios de economía procesal, celeridad 

y seguridad jurídica, pues quien mejor conoce la forma de cumplimiento de la condena 

es necesariamente el mismo juez que la profirió.  

                                                           
4 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -SECCIÓN TERCERA- SALA PLENA. 

Consejero ponente: ALBERTO MONTAÑA PLATA. Bogotá D.C., veintinueve (29) de enero de dos mil veinte (2020). Radicación 

número: 47001-23-33-000-2019-00075-01 (63931) 
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(…) 

 

En resumen, la Sala considera que la aplicación del artículo 156.9 del CPACA es un 

criterio de competencia por conexidad que excluye la aplicación de las normas 

previstas en los artículos 152.7 y 155.7 del mismo código, por las siguientes razones: 

 

1. Es especial y posterior en relación con las segundas. 

2. Desde una interpretación gramatical resulta razonable entender la expresión 

“el juez que profirió la decisión” como referida al juez de conocimiento del proceso 

declarativo.  

3. La lectura armónica de las demás normas del CPACA y del CGP, en relación 

con la ejecución de providencias judiciales, permite definir la aplicación del factor de 

conexidad como prevalente. 

 

(…) Conviene precisar que la unificación de la regla de competencia por conexidad 

deberá entenderse en el siguiente sentido: conocerá de la primera instancia del proceso 

ejecutivo el juez que conoció de la primera instancia del proceso declarativo, con 

independencia de si la condena fue proferida o la conciliación aprobada en grado de 

apelación.” 

 

3. Caso concreto  

 

Con base en las consideraciones contenidas en la providencia citada, y como en el asunto 

bajo examen se presenta el título base de recaudo ejecutivo integrado por la sentencia de 

única instancia proferida el 16 de noviembre de 2010, por la Sala Quinta de Decisión del 

Tribunal Administrativo de Antioquia, notificado por edicto desfijado el 30 de noviembre 

de 2010, dictada dentro del proceso de reparación directa radicado con el número 05001 23 

31 000 2004 06329 00, se considera que la competencia para el conocimiento del proceso 

ejecutivo le corresponde a dicho despacho en aplicación del factor conexidad. 

 

En efecto, si bien por cuantía el presente asunto le correspondería a los Juzgados 

Administrativos de Medellín, tratándose de la ejecución de sentencias proferidas y 

conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, la aplicación del factor conexidad previsto 

en el artículo 156.9 del CPACA es prevalente frente a las normas generales de cuantía. 

Esto es así, porque lo pretendido a través de la conexidad en las demandas ejecutivas, es 

“radicar la competencia en cabeza del juez que profirió la sentencia, con el fin de 

garantizar la economía procesal, la continuidad, la unidad interpretativa del título, el 

menor desgaste técnico y económico de los sujetos procesales, la celeridad en la solución 

del litigio, así como la realización plena del derecho que se reconoce en la sentencia 

judicial”5; de ahí que sea incongruente la aplicación de la determinación de la competencia 

por conexidad en este caso, puesto que, este Despacho no fue quien profirió la sentencia 

que se pretende ejecutar. 

 

En consecuencia, se declarará la falta de competencia para asumir conocimiento de la 

demanda originaria del radicado de la referencia y se ordenará su remisión al Tribunal 

Administrativo de Antioquia. 

 

4. Decisión  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Medellín, 

RESUELVE: 
 

1. Declarar la falta de competencia por el factor conexidad para conocer del presente asunto. 

                                                           
5 Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo-Sección Segunda. Consejero ponente: William Hernández Gómez. 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2017). Radicación número: 11001-03-25-000-2014-01534-00(4935-14) 
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2. Remitir el asunto al Tribunal Administrativo de Antioquia, para lo de su cargo. 

 

 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN 

CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO 

ELECTRÓNICO el auto anterior. 

Medellín,17 DE JULIO DE 2021. Fijado a las 8:00 A.M. 

 

VANESSA GARZÓN ZABALA 

Secretaria  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, 16 de junio de 2021 

 

 

Procede el Despacho a resolver en torno al memorial presentado al correo electrónico del 

Juzgado, el 19 de mayo de 2021, por medio del cual se solicita la ejecución de las sentencias 

proferidas en el proceso ordinario de reparación directa radicado con el número 05001 33 31 

021 2011 00690 00. 

 

1. La demanda 

 

Pide se libre mandamiento de pago a favor de los señores Luz Mery Jiménez Jiménez, Luz 

Erlenci Meneses Jiménez, Luz Alberi Meneses Jiménez, Alexander Meneses Jiménez, Kevin 

Meneses Jiménez, Fatiniza del Socorro Meneses Montoya, Zoraida Meneses Montoya, 

Isania Meneses Montoya, Martín Solano Meneses Montoya, Francey Oralia Meneses 

Montoya y Diego Antonio Meneses Montoya, en contra de la Nación – Ministerio de 

Defensa – Policía Nacional, de conformidad con la condena impuesta por el Tribunal 

Administrativo de Antioquia – Sala Sistema Escrito, y el Juzgado Primero Administrativo 

de Descongestión del Circuito de Medellín, dentro del proceso radicado bajo el 05001 33 31 

021 2011 00690 00, más los intereses comerciales y moratorios causados desde la fecha de 

ejecutoria de la sentencia, hasta el día que se efectúe el pago total de la obligación. 

 

Explica que, desde el año 2011 instauró proceso ordinario de reparación directa por la muerte 

del señor JHON JAIRO MENESES MONTOYA, el cual concluyó con sentencia 

condenatoria proferida por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión del 

Circuito de Medellín, decisión confirmada por el Tribunal Administrativo de Antioquia – 

Sala Sistema Escrito, en sentencia del 31 de agosto de 2016. 

 

Que la sentencia emitida por el Tribunal Administrativo de Antioquia – Sala Sistema Escrito, 

contiene una obligación, clara, expresa y exigible, y esta ejecutoriada desde el 8 de 

septiembre de 2016. 

 

El día 7 de diciembre de 2016, se presentó la cuenta de cobro con número de radicación 

139341, y con ella se aportaron las primeras copias auténticas de la sentencia y la constancia 

que prestaban mérito ejecutivo. Sin embargo, han transcurrido 56 meses y la entidad 

condenada no ha cumplido con la obligación. 

 

Por último, agrega que los ejecutantes son personas desplazadas a raíz del conflicto armado 

interno y por lo tanto deben gozar de una especial protección por parte del Estado, y no 

obstante ello, la entidad ejecutada, les está vulnerando sus derechos al no realizar el pago 

Medio de control Ejecutivo conexa 

Auto interlocutorio  378 

Sistema Oral 

Radicado 05001-33-31-021-2011-00690-00 

Demandante Martin Solano Meneses Montoya y otros 

Demandado Nación- Ministerio de Defensa - Policía Nacional 

  

Asunto Se ordena remisión a la Oficina de Apoyo Judicial, para que sea 

sometida a reparto 
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oportuno de los dineros ganados a través de una sentencia judicial, después de haber 

esperado varios años para obtener un fallo favorable, por lo que se considera que de haberles 

cancelado las sumas de dinero ganadas, ello les estaría permitiendo llevar una vida más 

digna, la cual les permitiría mitigar su condición de desplazados. 

 

2. Análisis de la competencia  

 

El 104 -6 del Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispone que esta 

jurisdicción conoce de los procesos ejecutivos “(…) derivados de condenas impuestas y las 

conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales 

en que hubiere sido parte una entidad pública; e igualmente los originados en los contratos 

celebrados por esas entidades”.  

 

Ahora, la distribución funcional de tales asuntos para su conocimiento y tramitación entre los 

Juzgados y Tribunales Administrativos, viene dada, de un lado, por el factor cuantía, de acuerdo 

con lo regulado en los artículos 152.7 y, 155.7; véase:   
 

“Artículo 152. ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 

ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos 

conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos: 

(…) 

7. 7. De los procesos ejecutivos, cuya cuantía exceda de mil quinientos (1.500) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

(…)” 

“155. Los Jueces Administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos: 

(…) 

7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) 

salarios mínimos legales mensuales. (…)” 

 

Nótese que el umbral que determina la distribución, corresponde a 1500 smlmv, de modo que 

la posibilidad de que el mismo correspondiera a este Juzgado, a hoy, pasaría porque la cuantía 

de la concreción de la condena1 que se trae como título base de recaudo, no supere 

$1’171.863.000, como en efecto sucede. 

 

Sin embargo, el artículo 156 del mismo código, al regular la competencia por razón del territorio, 

fijó una regla especial para el conocimiento de los procesos ejecutivos, erigida a partir del 

factor de conexidad; así: 

 
“Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón 

del territorio se observarán las siguientes reglas: 

(…) 

9. En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por esta 

jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.” (Subrayado 

del Juzgado) 

 

De manera que son dos las reglas que perviven en materia de competencia para la ejecución de 

providencias judiciales originadas en esta misma jurisdicción: por un lado, la relacionada del 

factor de funcional (cuantía), y por otro, la erigida bajo el factor de conexión. 

 

Sin embargo, la disyuntiva que podría aparecer al momento de estudiar preliminarmente la 

competencia, sobre la aplicación preferente de una u otra, ya fue asunto aclarado por el 

Consejo de Estado en providencia del 25 de julio de 2017, en la cual orientó que es el factor 

de la conexidad es que debe prevalecer cuando se trata de la ejecución de providencias 

judiciales, mientras que para la ejecución de otros títulos ejecutivos, se deben verificar otros 

                                                           
1 La sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia del 29 de abril de 2015, fue concretada en el auto del 1° de marzo 

de 2017 dentro del incidente de liquidación de condena. 
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factores de competencia. Ello, en contraposición a una decisión de ponente, originada en la 

Sección tercera, que había preferido el factor cuantía.   

 

Los argumentos plasmados por el Consejo de Estado2 fueron los siguientes:  

 
“En ese orden, frente al título ejecutivo previsto en el ordinal 1.º del artículo 297, esto 

es, condenas al pago de sumas de dinero a cargo de una entidad pública, impuestas en 

esta jurisdicción, la norma especial de competencia es la prevista en el ordinal 9.º del 

artículo 156 de la misma ley, en la medida en que ello es corroborado precisamente 

por el artículo 298 ib. y por lo tanto, la ejecución de este tipo de títulos se adelanta por 

el juez que profirió la providencia que se presenta como base de recaudo. (…) 

Parte de la doctrina nacional, al analizar los contenidos normativos de la Ley 1437 y 

los diversos pronunciamientos del Consejo del Estado, coincide con esta postura y 

concluye que la regla especial de competencia prevista para el proceso ejecutivo 

derivado de una providencia de condena, que establece que ella recae en el mismo juez 

que la profirió, “[…] parte de un principio moderno del derecho procesal consistente 

en que el administración de justicia de la acción deber ser el mismo de la ejecución, 

que por demás, resulta respaldada por la tendencia legislativa […]”.  

(…) 

Es preciso anotar que en auto de 7 de octubre de 2014 en decisión de ponente de la 

Sección Tercera de esta Corporación, se fijó la tesis, según la cual el factor cuantía 

también es determinante de la competencia en los procesos ejecutivos iniciados con 

base en providencias o sentencias judiciales. Sin embargo, esta tesis no se comparte 

en la medida en que como allí se señaló, en este caso hay solo una aparente antinomia 

normativa, porque pareciera que un mismo código dispone dos soluciones válidas 

pero contradictorias, esto es que mientras los ordinales séptimos de los artículos 152 

y 155 de la Ley 1437 asignan la competencia en razón de la cuantía para los procesos 

ejecutivos sin distinguirlos, en otras normas determina una regla diferente cuando se 

trata de ejecución con base en providencias judiciales, esto es, los artículos 156 

ordinal 9.º y 298.  

 

Ante esta redacción de las normas la solución procesal que aquí propone es diferente, 

porque en primer lugar, no se aprecia ello como una antinomia, sino como que existe 

una regla especial de competencia.  

 

Ahora bien, si en gracia de discusión se aceptara la existencia de una genuina 

antinomia, le correspondería al juez escoger la norma aplicable al caso concreto, con 

base en las Leyes 57 y 153 de 1887, con apoyo en los brocardos: (i) lex specialis derogat 

generali - ley especial deroga la general - y (ii) lex posterior derogat priori - ley 

posterior deroga a la anterior.  

 

El resumen del ejercicio interpretativo es el siguiente: 

 

(i) Norma especial prevalece sobre la general: Las normas de competencia en 

razón de la cuantía son de carácter general, esto es, que se aplican a todos los medios 

de control.  

Por su parte, los ordinales séptimos, ya citados, regulan en términos generales la 

competencia por cuantía en los procesos ejecutivos, sin distinción alguna.  

 

Mientras que lo dispuesto en el ordinal 9.º del artículo 156 y 298 de la Ley 1437 de 

2011, son reglas especiales aplicables a los procesos ejecutivos derivados de 

providencias judiciales. 

 

(ii) Norma posterior prima sobre la anterior: Las normas especiales -arts. 156.9 

y 298- son posteriores a las reglas generales de competencia en razón de la cuantía -

arts. 152.7 y 155.7- y como tales, prevalecen sobre estas. 

 

Ahora bien, la razón principal para sostener que no existe la antinomia y considerar 

                                                           
2 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCION SEGUNDA. Consejero 

ponente: WILLIAM HERNANDEZ GOMEZ. Bogotá D.C., veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2017). Radicación 

número: 11001-03-25-000-2014-01534-00(4935-14) 
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que aquella interpretación no se acompasa con la finalidad del código, es que si se 

observa detenidamente el contenido de sus artículos 156 ordinales 4.º y 9.º, y 298, en 

ellos se precisa una competencia tratándose de ejecución de providencias judiciales, la 

cual recae en los jueces que las profirieron, mientras que para la ejecución de otros 

títulos que corresponden a esta jurisdicción, se fijan factores de competencia diferentes 

(…) 

 

Es necesario resaltar el efecto útil de la norma, que busca radicar la competencia en 

cabeza del juez que profirió la sentencia, con el fin de garantizar la economía procesal, 

la continuidad, la unidad interpretativa del título, el menor desgaste técnico y 

económico de los sujetos procesales, la celeridad en la solución del litigio, así como la 

realización plena del derecho que se reconoce en la sentencia judicial.  

 

En esa misma línea se orienta el artículo 298 del mismo estatuto al poner de presente 

la intención del legislador dirigida a que la ejecución corresponderá al juez que 

profirió la providencia, lo que hace incongruente la aplicación de la determinación de 

la competencia por el factor cuantía a que se hace alusión en los artículos 152 y 155 

ib., ordinales séptimos, porque ello haría que en muchos de los casos el proceso quede 

radicado en cabeza de un funcionario diferente, es decir, pierde efecto útil la norma en 

comento”.  

 

En la misma providencia, el Consejo de Estado estableció que frente a la regla de prevalencia 

del factor de conexidad en los procesos ejecutivos cuando el título base de recaudo sea una 

providencia judicial, podían darse unas “cuestiones accesorias”, así:  

 

a) Puede ocurrir que el Despacho que profirió la sentencia de condena3 haya 

desaparecido para el momento en que regresa el expediente del trámite de 

segunda instancia4, caso en el cual la competencia la asumirá el que 

corresponda de acuerdo con la redistribución o reasignación que se haya 

dispuesto de los asuntos que este conocía, por parte de la Sala Administrativa 

del Consejo Superior o Seccional de la Judicatura. 

 

b) Si el proceso se encuentra archivado y ocurre la desaparición del despacho que 

profirió la condena5, la competencia para conocer del proceso ejecutivo le 

corresponderá a aquel que se determine de acuerdo con el reparto que efectúe 

la oficina encargada de ello, en el respectivo Circuito Judicial o Distrito 

Judicial, según el caso. 

 

c) Ahora bien, en el caso de los procesos fallados en vigencia del régimen 

anterior, esto es, el Decreto 01 de 1984, pero cuya ejecución se inició bajo las 

previsiones del CPACA, el procedimiento a seguir es el regulado en este último 

y en el CGP, puesto que pese a que la ejecución provenga del proceso 

declarativo que rigió en vigencia del Decreto 01 de 1984, el proceso de 

ejecución de la sentencia es un nuevo trámite judicial. 

 

Lo anterior, porque aunque se realiza a continuación y dentro del proceso 

anterior, tiene características propias y diferentes, en tanto que además de que 

originalmente no es de carácter declarativo, en el mismo se pueden presentar 

excepciones que originan una litigio especial que da lugar a un nuevo fallo o 

sentencia judicial (Art. 443 ordinales 3.º, 4.º y 5.º del CGP). 
 

 

                                                           
3 Entiéndase como tal al juzgado o despacho de magistrado ponente correspondiente dentro de un tribunal, 

independientemente del cambio de titular de los mismos. 
4 Ya sea por supresión, traslado a otro Distrito o Circuito Judicial o porque se trataba de uno incluido en el plan nacional de 

descongestión. 
5 Juzgado o despacho de magistrado ponente, independientemente del cambio de titular. 
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La posición de prevalencia del factor conexidad, fue unificada por la Sala Plena de la 

Sección Tercera de esta Corporación en providencia del 29 de enero de 20206, donde se 

señaló que cuando la acción ejecutiva tiene como fundamento un título proveniente de una 

condena proferida por esta jurisdicción o una conciliación, no son aplicables las reglas de 

competencia por cuantía, sino que resulta aplicable la regla especial de competencia por 

conexidad consagrada en los artículos 156  y 298  de la Ley 1437 de 2011, así: 

 
“(…) resulta necesario unificar la posición de la Sección Tercera sobre la materia para 

sostener que, la aplicación del artículo 156.9 del CPACA es prevalente frente a las 

normas generales de cuantía, de acuerdo con las siguientes consideraciones: 

 

En primer lugar, desde una interpretación gramatical, resulta razonable entender la 

expresión “el juez que profirió la respectiva providencia” como relativa al juez que tuvo 

conocimiento del proceso declarativo que dio origen a la sentencia o al que aprobó la 

conciliación que se pretende ejecutar.  En ese sentido, resultan de plena aplicación los 

artículos 27 y 28 del Código Civil al disponer que “cuando el sentido de la ley sea claro, 

no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu” y que “las 

palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de 

las mismas palabras”, respectivamente. 

 

En segundo lugar, en relación con la posible contradicción con los artículos 152.7 y 

155.7, se pone de relieve que el artículo 156.9 es, a la vez, especial y posterior y, en 

consecuencia, de aplicación prevalente. Es especial, toda vez que solo regula dos 

supuestos de ejecución —sentencias proferidas y conciliaciones aprobadas por esta 

jurisdicción— mientras que las otras normas (de cuantía) son de aplicación general (lo 

que incluye, entre otros, títulos ejecutivos derivados de los contratos estatales, ejecución 

de laudos arbitrales, la conciliación prejudicial prevista en el artículo 47 de la Ley 1551 

de 2012). Y es posterior por su ubicación en el Código.  

 

(…) 

 

El procedimiento reglado por el artículo 306 del CGP es plenamente aplicable para la 

ejecución de providencias proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo pues, de lo contrario, no se hubiese incluido la previsión del artículo 307 

del CGP que guarda armonía con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 299 

del CPACA. En ese sentido, la lectura armónica de las cuatro normas referidas (artículos 

156.9 y 298 del CPACA y 306 y 307 del CGP) permite concluir con suficiencia que el 

legislador ha optado por fórmulas de conexidad para la ejecución de providencias 

judiciales, en desarrollo de los principios de economía procesal, celeridad y seguridad 

jurídica, pues quien mejor conoce la forma de cumplimiento de la condena es 

necesariamente el mismo juez que la profirió.  

(…) 

 

En resumen, la Sala considera que la aplicación del artículo 156.9 del CPACA es un 

criterio de competencia por conexidad que excluye la aplicación de las normas previstas 

en los artículos 152.7 y 155.7 del mismo código, por las siguientes razones: 

 

1. Es especial y posterior en relación con las segundas. 

2. Desde una interpretación gramatical resulta razonable entender la expresión 

“el juez que profirió la decisión” como referida al juez de conocimiento del proceso 

declarativo.  

3. La lectura armónica de las demás normas del CPACA y del CGP, en relación 

con la ejecución de providencias judiciales, permite definir la aplicación del factor de 

conexidad como prevalente. 

 

(…) Conviene precisar que la unificación de la regla de competencia por conexidad 

deberá entenderse en el siguiente sentido: conocerá de la primera instancia del proceso 

                                                           
6 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -SECCIÓN TERCERA- SALA 

PLENA. Consejero ponente: ALBERTO MONTAÑA PLATA. Bogotá D.C., veintinueve (29) de enero de dos mil veinte 

(2020). Radicación número: 47001-23-33-000-2019-00075-01 (63931) 
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ejecutivo el juez que conoció de la primera instancia del proceso declarativo, con 

independencia de si la condena fue proferida o la conciliación aprobada en grado de 

apelación.” 

 
Con base en las consideraciones contenidas en la providencia citada, y como en el asunto 

bajo examen se presenta un título ejecutivo integrado por la sentencia de primera instancia 

proferida por el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión de Medellín, y la 

sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia, del 31 de agosto de 2016, dentro del 

proceso de reparación directa radicado con el número 05001-33-31-021-2011-00690-00, el 

cual fue archivado el 23 de marzo de 2019, esto es, antes que se radicara la presente demanda 

ejecutiva, de ahí que deba entenderse que este proceso de ejecución de la sentencia es un 

nuevo trámite judicial, y toda vez que el Juzgado Primero de Descongestión desapareció7, 

para este Despacho es claro que la competencia para el conocimiento del proceso ejecutivo 

“le corresponderá a aquel que se determine de acuerdo con el reparto que efectúe la oficina 

encargada de ello, en el respectivo Circuito Judicial o Distrito Judicial, según el caso”. 

 

En efecto, entiende el Despacho que, lo pretendido por la norma a través de la conexidad en 

las demandas ejecutivas, es “radicar la competencia en cabeza del juez que profirió la 

sentencia, con el fin de garantizar la economía procesal, la continuidad, la unidad 

interpretativa del título, el menor desgaste técnico y económico de los sujetos procesales, la 

celeridad en la solución del litigio, así como la realización plena del derecho que se reconoce 

en la sentencia judicial”8. Este efecto útil de la norma, hace incongruente la aplicación de la 

determinación de la competencia por conexidad en este caso, puesto que, se insiste, este 

Despacho no fue quien profirió la sentencia de primera instancia, y, por ello no puede 

considerarse que lo pretendido sea la unidad interpretativa del título. 

 

Con todo, debe tenerse en cuenta que este Despacho le correspondió dictar el auto de 

obedézcase y cúmplase porque se trataba de un asunto del sistema escrito, en razón a la 

asignación hecha por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en los 

asuntos tramitados al amparo del Código Contencioso Administrativo, reasignación que 

concluye con el trámite posterior a la sentencia, y no se extiende hasta su ejecución.  

 

En este sentido, se advierte que el proceder adoptado por este Despacho, se acompasa con la 

orientación jurisprudencial y que ha sido aceptada en asuntos similares por el Tribunal 

Administrativo de Antioquia, como se examinará a continuación.  

 

4. Precedente vertical 

 

En auto del 10 de mayo de 2018, la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Antioquia9, 

dirimió un conflicto negativo de competencia suscitado entre este Despacho y el Juzgado 

Dieciocho Administrativo de Medellín, estimando competente al último, al considerar lo 

siguiente:  

 

                                                           
7 Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015 
8 Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo-Sección Segunda. Consejero ponente: William Hernández Gomez. Bogotá 
D.C., veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2017). Radicación número: 11001-03-25-000-2014-01534-00(4935-14) 
9 Tribunal Administrativo de Antioquia- Sala Plena. Magistrado Ponente Yolanda Obando Montes. 10 de mayo de 2018. 

RADICADO: 05001-23-33-000-20017-00725-00. 
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Sumado al precedente vertical precitado, la Sala Plena del mismo Tribunal, al dirimir un 

conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Treinta y Treinta y Dos 

Administrativo de Medellín, estimó competente al primero, al considerar lo siguiente:  
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Mutatis mutandi, en este caso quien estaría llamado a asumir el conocimiento del proceso 

ejecutivo, sería el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión, que fue el que dictó el 

fallo de primera instancia.  

 

Por tanto, ante la desaparición del Juzgado que venía conociendo del proceso ordinario, el 

competente para conocer de la demanda ejecutiva es el despacho al cual se le asigne por 

reparto. 

 

4. Decisión  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Medellín, 

RESUELVE: 
 

REMITIR la demanda de la referencia a la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados 

Administrativos de Oralidad del Circuito de Medellín, para que sea sometida al 

correspondiente reparto, de conformidad con lo expuesto en la motivación. 

 
 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

JUZGADO TREINTA Y UNO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO ELECTRONICO 
el auto anterior. 

 

Medellín, 17 DE JUNIO DE 2021. Fijado a las 8:00 A.M. 
 

 

_VANESSA GARZÓN ZABALA__ 
Secretaria 
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